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ACCIONANTE: JHON STIVEN MEDINA F.

CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TRASLADO DE INTERNO A OTRA CÁRCEL / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA  DEL AMPARO POR EXISTIR OTRO MEDIO DE DEFENSA / TRÁMITE ADMINISTRATIVO ANTE EL INPEC Y NO PETICIÓN A LA JUDICATURA.
… la tutela tiene un carácter residual y subsidiario, por lo cual, solo procede excepcionalmente como mecanismo de protección definitivo cuando: (i) el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, (ii) existiendo otro mecanismo, carezca de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto; de otro lado, procederá como mecanismo transitorio cuando se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. (…)

… Y en cuanto a la subsidiariedad de la tutela, la misma se circunscribe a que: (i) la parte interesada no dispone de otro medio judicial de defensa; (ii) existen otros medios de defensa judicial, pero son ineficaces para proteger derechos fundamentales en el caso particular, y/o (iii) para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 

Aunque la jurisprudencia ha sido enfática en señalar que tratándose del traslado de internos las decisiones que al respecto se adoptan se hacen por medio de actos administrativos, y por ende la herramienta judicial apropiada para atacar tales determinaciones es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, lo cual torna improcedente la tutela para controvertir actuaciones de la administración pública; también se ha sostenido que por tratarse de personas de especial protección constitucional, debe existir flexibilidad a la hora de estudiar los requisitos de procedibilidad…
Si bien el apoderado del procesado acudió ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías para lograr por vía judicial dicho traslado, el mismo, como era de esperarse, no resultó favorable a sus pretensiones, en cuanto existe una normativa que debe aplicarse por vía administrativa con miras a lograr que el INPEC proceda en tal sentido.
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Pereira, veintiocho (28) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)
                                                                    Acta de Aprobación No. 1054
                                                    Hora: 10:40 a.m.
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado judicial por el señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA contra la Dirección General del INPEC y la Fiscalía 16 Seccional de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales de sus menores hijos a conservar su unidad familiar y arraigo familiar, así como a la economía procesal, debido proceso y una pronta y cumplida justicia.
1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el apoderado del señor MEDINA FORONDA, se puede concretar de la siguiente manera: (i) se encuentra recluido en la estación de policía El Dorado de Bogotá D.C., luego de ser detenido por Inmigración Colombia en la primera semana de octubre; (ii) en octubre 18 de 2018 solicitó su traslado hacia Pereira, por cuando el tramite lo adelanta la Fiscalía 16 Seccional de esta ciudad, de lo cual obtuvo respuesta negativa por parte del Juzgado 5° Penal Municipal con función de control de garantías; (iii)  en octubre 26 solicitó al INPEC certificaran si el retenido se halla en sus bases de datos, cuya respuesta igualmente fue negativa; (iv) JHON STIVEN es padre de dos niños de 5 años y 9 meses de edad, respectivamente, que viven en Pereira y reciben alimentos y cariño de su padre, a los cuales no puede renunciar; (v) no comparte la decisión del Juzgado 5° Penal Municipal con función de control de garantías, pues al estar tramitándose el caso en esta ciudad, se pregunta cómo no va a ser mejor que sea trasladado a esta capital para garantizar la economía procesal, debido proceso y una eficaz y pronta Administración de Justicia, toda vez que aunque la Fiscalía fije las audiencias necesarias el INPEC nunca traerá al detenido por diversas razones -falta de personas, ausencia de recursos para gasolina, falta de disponibilidad de vehículos, etc-; (vi) es conocido que el INPEC solo traslada internos a otras cárceles del país, pero por razones distintas a la economía procesal, celeridad, unidad familiar o arraigo; y (vii) actúa como su agente oficioso por ser quien lo representa ante la Fiscalía 16 Seccional al considerar que tanto a él como a sus menores hijos se le vulneran sus derechos fundamentales.

Pide se tutelen los derechos de los menores S.M.M. y J.P.M.R. a tener a su padre en esta misma ciudad, con miras a garantizar la unidad familiar, así como los derechos a la economía procesal, debido proceso y una pronta y cumplida justicia.

2.- CONTRADICTORIO

La Sala al momento de admitir la acción de tutela, le concedió un término al abogado para allegar el poder especial que lo facultara para intervenir en este asunto, como así lo hizo, a la vez que arrimó escrito donde adicionó la tutela, en el sentido que se ordene el traslado de su cliente de Bogotá a Pereira.

Se procedió a comunicar la acción constitucional al Director General del INPEC, a la Fiscalía 16 Seccional de Pereira, e igualmente se dispuso vincular de manera oficiosa al Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá, D.C., al Comandante de la Estación de Policía “El Dorado” de esa misma ciudad, a la Alcaldía Mayor de Bogotá, la Alcaldía Municipal de Pereira, el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, a la Cárcel Nacional Modelo y a los Juzgados Quinto y Séptimo Penal Municipal con funciones de garantías de Pereira y Bogotá, respectivamente, quienes al respecto así se pronunciaron:

2.1.- El Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC,  aunque hace alusión  a la tutela presentada por JEAN CARLOS CUEVAS DE LA HOZ -diferente a la que acá se tramita- refiere de forma genérica a la fundamentación jurídica que rige dicha entidad, al enfoque diferencial, al sistema penitenciario y carcelario en Colombia, a pronunciamientos de la Corte Constitucional en relación con el hacinamiento en cárceles y penitenciarias, así como a las demás entidades que también tienen responsabilidad dentro del sistema penitenciario -municipios, gobernaciones, Congreso de la República, Defensoría del Pueblo, entre otras-, y concluye que: (i) la protección de los internos que se hallan en estaciones y comandos de policía privados de la libertad por decisión judicial, no es deber de protección solo del INPEC sino de diferentes instituciones; (ii) frente a la aplicación de la regla de equilibrio decreciente emitida por la Corte Constitucional, se hace imposible por parte del INPEC hacer efectivo el mismo, al no contar con cupos en los establecimientos carcelarios para albergar a quienes se encuentran en estaciones de policía; (iii) es deber de las Alcaldías y Gobernaciones para la atención de las personas privadas de la libertad, por lo cual se les debe impartir órdenes para que atiendan lo reglado en la Ley 65/93; (iv) se hace necesario incrementar el personal de dicho Instituto y los cupos para de esa manera hacer efectiva la política criminal, y (v) que los jueces de ejecución de penas verifiquen quienes tienen derecho a libertades y subrogados para disminuir la población carcelaria.  Pide se nieguen las pretensiones del accionante porque el ingreso de personas detenidas en la Estación de Policía ocasionaría el irrespeto a la dignidad humana del personal que allí se encuentra y con ello se desacataría la orden de la Corte Constitucional relativo al cierre preventivo; igualmente solicita que se vincule a las entidades territoriales.

2.2.- El Jefe de la Oficina de Asuntos Jurídicos de la Policía Metropolitana de Bogotá, refirió que dicha entidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental, por cuanto lo que se hizo fue atender una orden emitida por autoridad judicial, sin que sea competencia de la Policía cumplir funciones de custodia, máxime que estas han sido asignadas por Ley al INPEC. Hace referencia a la línea jurisprudencia que al respecto ha tenido la Corte Constitucional, respecto a los lugares donde deben permanecer los detenidos, y determina que en este asunto no se presenta un perjuicio irremediable, por lo cual solicita se declare improcedente la tutela  y de forma subsidiaria, se decrete la falta de legitimidad en la causa por pasiva.
2.3.- El Fiscal 16 Seccional de Pereira, luego de mencionar los pormenores de la investigación que cursa en su despacho en contra del señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA, por el delito de homicidio, y a las diligencias que se surtieron luego de su captura en el Aeropuerto El Dorado cuando regresaba de Chile,  estima que no se vulneraron los derechos de sus menores  hijos, máxime que se dejó claro en la audiencia realizada ante el Juzgado 5° Penal Municipal con función de control de garantías, que los fiscales no están autorizados para solicitar cambios de sitios de reclusión, siendo él quien dejó sin unidad familiar a sus hijos al huir del país, y tampoco puede tener una unidad familiar coetánea, porque sus hijos tienen madres diferentes, por lo cual ahora que está detenido no puede decir que su presencia es importante en uno de esos hogares. Agrega que no es la privación de la libertad lo que termina con la unidad familiar, sino las decisiones del señor MEDINA FORONDA al salir a un país lejano y su detención esta cobijada por un manto de legalidad, al punto que no fue recurrida por la defensa, por lo cual no existe afectación al debido proceso, ni menos contra la pronta y eficaz impartición de justicia, por cuanto si de preacuerdos se trata, pueden realizarlo por medios virtuales. Así mismo y en cuanto a lo del INPEC, es conocida la situación carcelaria del país y seguramente se realizan las labores para lograr su internamiento en la cárcel la Modelo de Bogotá.

2.4.- El Secretario de Gobierno del Municipio de Pereira indicó que no es competencia de dicha entidad territorial el traslado o su remisión a la Cárcel de varones de Pereira, y aduce que el actor no es el único que se encuentra lejos de su familia para responder por un delito, toda vez que en el centro de detención transitorio UPVV se hallan varios imputados capturados en esta capital y con arraigo en otra ciudad. Luego de hacer alusión a la normativa que rige el sistema penitenciario, en punto de la obligación que le asiste al municipio de Pereira, expresa que se han gestionado recursos para la mejora de la UPPV, donde desde hace más de 8 años se llevan los capturados en Pereira hasta que son condenados cuando el INPEC los lleva al lugar que establezca el juez y sus audiencias se realizan por medios virtuales sin inconvenientes. Aduce que la Alcaldía de Pereira no ha vulnerado derecho alguno y existe falta de legitimación por cuanto no son los competentes para ordenar el traslado reclamado. Por lo cual solicita se declare improcedente la tutela.

2.5.- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, argumenta que cuando la persona infringe la ley tiene que ser judicializada y retirada de la sociedad, lo que implica la separación de su núcleo familiar, por lo cual debe aceptar las consecuencias de su actuar, y el hecho de no estar con sus hijos es el resultado de la privación de la libertad.  Agrega que esa cárcel soporta un alto hacinamiento, por lo que incluso por vía judicial ha conllevado a que se ordene el traslado de internos a otros centros carcelarios del país, por lo cual el infractor de la Ley penal debe aceptar el centro carcelario donde se pueda ubicar sin que implique obligación del INPEC hacerlo en el lugar donde resida su familia, pues prima la seguridad y el respeto de las personas privadas de su libertad, en este caso los de la cárcel de Pereira, donde no hay forma de recibir otros internos. Pide se niegue el amparo reclamado.
2.6.- La Juez Quinta Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), indica que la actuación de ese despacho se limitó a la realización de audiencia en octubre 24 de 2018, por la cual el despacho se abstuvo de resolver la solicitud de traslado de sitio de reclusión del señor JHON STIVEN MEDINA, por considerar que no era competente para dirimir tal asunto. El actor cuenta con otro medio de defensa judicial como es acudir por vía administrativa ante el INPEC, como así se le indicó en la mencionada audiencia, por lo cual no se han vulnerado derechos fundamentales. Así mismo señala que no existe legitimidad en la causa para actuar, ante la ausencia de poder, como una razón adicional para que se declare improcedente la acción.

2.7.- La Directora Jurídica de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C., luego de hacer alusión a las funciones de la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, informa que al revisar el sistema SISIPEC, el señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA no ha sido puesto a disposición de autoridad competente en la Cárcel Distrital de Varones y Anexo de Mujeres –destinada para personas en detención preventiva-, el cual no pertenece al INPEC sino a la referida Secretaría, la cual no tiene injerencia en asuntos relativos a traslados o remisión de internos a este o cualquier centro de reclusión del país. No obstante señala que en caso de ser remitido por autoridad judicial competente, se cuenta con cupo para recibir al mencionado ciudadano y así cumplir la medida de aseguramiento en establecimiento carcelario. Estima que existe falta de legitimación por pasiva, y no se ha vulnerado derecho fundamental alguno por lo cual no está obligada a responder las pretensiones de la tutela, de la cual pide su desvinculación y se niegue por improcedente el amparo reclamado.
2.8.- El Juez Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Bogotá D.C. manifestó que se realizaron las audiencias preliminares de legalización de captura e imputación al señor MEDINA FORONDA por el delito de homicidio agravado, e igualmente se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, y se emitió la orden respectiva ante la Cárcel Nacional Modelo, decisión que fue notificada en estrados y contra la cual no se interpuso recurso alguno. Refiere que no se ha vulnerado derecho alguno y en consecuencia pide su desvinculación del trámite.

2.9.- La Directora Jurídica de la Secretaría de Gobierno de Bogotá, señala que  la tutela es improcedente por falta de legitimación en la causa por pasiva, en tanto dicha entidad no está obligada a responder por los hechos narrados en la tutela, y por ende pide su desvinculación del presente trámite.
3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el actor y los demás intervinientes, los cuales obran en el expediente.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

4.1.- Problema planteado 

Corresponde determinar a la Sala si por parte de las entidades accionadas se incurrió en vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA; en caso afirmativo, se deberá determinar cuál será la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.

4.2.- Solución

El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela como un trámite preferente y sumario para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos estuvieran siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

Igualmente, la tutela  tiene un carácter residual y subsidiario, por lo cual, solo procede excepcionalmente como mecanismo de protección definitivo cuando: (i) el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, (ii) existiendo otro mecanismo, carezca de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto; de otro lado, procederá como mecanismo transitorio cuando se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.

En principio deberá establecer la Corporación si se cumplen las exigencias para determinar la procedencia de la acción constitucional, así:

Frente a la legitimación por activa, se tiene que existe la misma por parte del apoderado del señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA para interponer el amparo, al haber allegado, dentro del término concedido, el poder especial que para el efecto suscribió el interno.

En cuanto a la legitimación por pasiva, la tutela procede contra cualquier acción u omisión en que incurra una autoridad pública. En este caso al INPEC y al Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, se les atribuye responsabilidad en la violación de los derechos fundamentales aducidos por el accionante. Por lo anterior, se encuentran legitimados en el presente proceso.
Se presenta la inmediatez en la interposición de la tutela, por cuanto los hechos que al parecer han generado la vulneración de derechos han tenido ocurrencia desde octubre 09 de 2018, cuando el señor MEDINA FORONDA fue detenido en Bogotá y no se ha logrado su traslado a esta capital.

Y en cuanto a la subsidiariedad de la tutela, la misma se circunscribe a que: (i) la parte interesada no dispone de otro medio judicial de defensa; (ii) existen otros medios de defensa judicial, pero son ineficaces para proteger derechos fundamentales en el caso particular, y/o (iii) para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 

Aunque la jurisprudencia ha sido enfática en señalar que tratándose del traslado de internos las decisiones que al respecto se adoptan se hacen por medio de actos administrativos, y por ende la herramienta judicial apropiada para atacar tales determinaciones es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, lo cual torna improcedente la tutela para controvertir actuaciones de la administración pública
; también se ha sostenido que por tratarse de personas de especial protección constitucional, debe existir flexibilidad a la hora de estudiar los requisitos de procedibilidad, y al respecto se ha indicado:

“Sin perjuicio de ello, este Tribunal ha expresado que, en los casos en que se solicita traslado de penal, se ha aceptado por parte de la jurisprudencia constitucional la utilización de la acción de tutela pues se trata de personas privadas de la libertad, que tienen limitadas sus actuaciones debido a su particular situación
, ya que “tales personas no son dueñas de su propio tiempo y están sujetos a restricciones normativas –privación de la libertad y sometimiento a las reglas de cada centro penitenciario o de detención- y fácticas, más allá de la simple privación de la libertad, que disminuyen su aptitud para actuar o responder de manera diligente ante demandas o situaciones que ocurren, dentro y fuera del penal”
. Asimismo, esta Corte ha sostenido que “en los casos en que debido al traslado de los reclusos a otros centros penitenciarios se vean grave y desproporcionadamente afectados los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, la tutela se torna excepcionalmente procedente para ordenar al INPEC y a los directores de los centros carcelarios que autoricen los traslados de reclusos a la cárcel más cercana al domicilio de sus familias”
, convirtiéndose así la tutela en un mecanismo excepcional de protección frente a la posible vulneración de los derechos de los menores y como forma de garantizar el desarrollo integral de éstos”. 

 

Como quiera que en este asunto se busca la protección de los derechos fundamentales de una persona privada de la libertad, y de sus menores hijos, necesariamente la evaluación de los requisitos de procedencia deben ser más laxos, para facilitar con ello la salvaguarda de las garantías presuntamente vulneradas, por lo cual el despacho estudiará de fondo del asunto.
De lo arrimado al dossier se extrae que el señor JHON STIVEN MEDINA está detenido desde octubre 09 de 2018 en la Estación de Policía “El Dorado” de Bogotá, luego de que arribó al país procedente de Chile, y fue detenido por órdenes de autoridad judicial, a consecuencia de lo cual fue presentado ante el Juez Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de esa capital, autoridad que legalizó la aprehensión, se le formuló imputación por la conducta de homicidio agravado, y se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, para lo cual se libró la correspondiente orden de encarcelamiento en la Cárcel Nacional Modelo, sin que la misma se hubiera hecho efectiva.
Ahora bien, la pretensión del accionante, según lo esgrimido por su apoderado, es lograr su traslado a la cárcel de Pereira, toda vez que sus dos hijos menores S.M.M. y J.P.M.R. de 5 años y 3 años, respectivamente, residen en esta ciudad con sus correspondientes madres, y requieren su presencia. 

Se dirá desde ya, que el Tribunal no advierte en el sub judice la vulneración de los derechos a los que alude el actor, o la existencia de un perjuicio irremediable que haga inaplazable la intervención constitucional, puesto que según el sustento de la demanda, la presunta afectación se basó en la negativa de las instituciones demandadas para que procedieran a su traslado desde la Estación de Policía “El Dorado“ de Bogotá, donde se encuentra detenido, hasta el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira.
Si bien el apoderado del procesado acudió ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías para lograr por vía judicial dicho traslado, el mismo, como era de esperarse, no resultó favorable a sus pretensiones, en cuanto existe una normativa que debe aplicarse por vía administrativa con miras a lograr que el INPEC proceda en tal sentido.

Y es que de conformidad con lo reglado  en el artículo 73 de la Ley 65/93 -por el cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario- corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer el traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro; así mismo, la Ley 1709/14 en su artículo 52 que modificó el canon 74 de la Ley 65, dispuso que una solicitud en tal sentido puede ser solicitada, entre otros, por el interno o su defensor, o los familiares del interno dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad, y como causales para ello determinó las siguientes:

“1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista.
2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento.
3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno.
4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento.
5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.
Parágrafo 1°. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno.
Parágrafo 2°. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condicio​nes de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado.
Parágrafo 3°. La Dirección del Establecimiento Penitenciario infor​mará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia”.
Así mismo,  y como así lo señala el canon 77 de la Ley 65/93: “Sólo en estos casos excepcionales y con suficiente justificación, podrá el Director de un centro de reclusión disponer el traslado de un interno, dando aviso inmediato a la autoridad correspondiente”. 

Acorde con lo anterior, esta Sala ha sido del criterio de avalar las decisiones que propenden por el respeto de las disposiciones del Código Penitenciario, las cuales fijan en cabeza del INPEC el manejo de la población carcelaria, específicamente en lo que tiene que ver con el margen de discrecionalidad otorgado para los traslados, el cual es compatible con la misión que cumple dicha institución, y acerca de lo cual ya existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales a nivel nacional
.

En este caso específico, lo que se advierte de la información que se arrimó en sede constitucional, es que el apoderado del señor JHON STIVEN FORONDA, en lugar de acudir al INPEC de manera directa para procurar que su prohijado fuera trasladado a la Cárcel de Pereira, a o una más cercana, decidió hacerlo ante la judicatura, con los resultados ya esperados, en tanto es evidente que la competencia para tomar una determinación en ese sentido le compete de forma exclusiva a las autoridades carcelarias.

De igual manera, y aunque alude el accionante que con la privación de la libertad en la ciudad de Bogotá se vulneran los derechos de sus hijos a contar con la presencia de su padre, debe decirse que el hecho de encontrarse actualmente el señor FORONDA MEDINA alejado de su prole, lo fue precisamente como resultado de la actividad ilícita en la que al parecer intervino, y por la cual se emitió una medida preventiva de tal naturaleza.

Considera la Corporación por tanto, que el hecho de mantenerse privado de la libertad al señor JHON STIVEN FORONDA, no vulnera sus derechos fundamentales, ni mucho menos los de sus hijos, por cuanto fue la decisión del actor, la que a la postre conllevó a esa separación, misma que incluso, como así lo sostiene el Fiscal 16 Seccional, se dio con antelación a que fuera aprehendido, por cuanto al decidir ausentarse del país también fue otro motivo de separación de manera voluntaria del hogar donde al parecer reside con uno de sus hijos -el conformado con ERIKA ANDREA ROMERO ROJAS, madre del menor J.P.M.R. como se desprende de la declaración extraprocesal allegada al dossier-, sin pensar en las consecuencias que ello podría acarrearles, y como era de esperarse, amén de la investigación que en su contra se adelantó, una vez se privó efectivamente de la libertad, tal distanciamiento con sus pequeños se ha mantenido a raíz de la providencia judicial. Por lo dicho, no se evidencia como quebrantado su derecho a la unidad familiar, ni se han puesto en riesgos derechos superiores, ya que se están presentes sus respectivas madres quienes a raíz de la situación que padece el padre han sido las encargadas de velar por el cuidado y sostenimiento de los menores.
Ahora bien, del asunto objeto de estudio se desprende que no obstante que el señor JHON  STIVEN MEDINA se encuentra detenido por orden judicial y que en efecto se libró orden de encarcelamiento en un centro carcelario a órdenes del INPEC, es evidente de acuerdo con la información aportada en el expediente, que en la actualidad no está a disposición de dicho instituto. Ello, por cuanto el procesado ha permanecido privado de su libertad en la Estación de Policía “El Dorado”, sin saberse por qué motivo en la Cárcel La Modelo no ha sido recibido, en tanto esa dependencia guardó silencio y de ello nada dijo la policía al contestar la tutela. Tal situación, en sí misma considerada, implica que al parecer a la hora de ahora, tal y como se lo comunicó el INPEC al abogado del accionante, el mismo no figura en las bases de datos de esta institución. 

No puede desconocer la Sala la grave situación de hacinamiento que soporta el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, como lo mayoría de cárceles del país, por lo cual de disponerse el traslado pretendido por vía de tutela, sería poner en riesgo los derechos de los demás reclusos que se encuentran en dicho centro carcelario, máxime que en este asunto ninguna petición en concreto se ha elevado por parte del interno o sus familiares al INPEC, y mucho menos se desconoce si con ocasión del trámite que se surte en esta capital, alguno de los Juzgados Penales del Circuito ha requerido el traslado para continuar con el trámite de ley.

Lo anterior, sin desconocer claro está que a raíz de la problemática existente en el INPEC, la judicatura ha debido hacer uso de medios tecnológicos para lograr la comparecencia virtual de los internos que se encuentran en lugares distantes a aquel donde se tramita su caso, y ello, podría ser usado para garantizar el acceso a la Administración de Justicia que reclama el actor, el cual en este preciso instante no se observa quebrantado, como tampoco el derecho al debido proceso.

No obstante lo asegurado, estima la Corporación, como ya ha sido dilucidado desde tiempo atrás por la Corte Constitucional, y reiterado en diferentes fallos, que el mantener a una persona detenida en una Estación de Policía por más de 36 horas, es vulneratorio de sus derechos fundamentales, al no contar con las condiciones mínimas para llevar una vida dignidad. Textualmente se ha sostenido:

“No sólo aparece claramente acreditado en el expediente que en las Salas de Retenidos de las Estaciones de Policía del Distrito Capital y en las de las otras instituciones señaladas por la Defensoría hay hacinamiento, sino que éste se debe, en buena parte, a que allí se encuentran, junto con las personas detenidas preventivamente, sindicados a los que se adelanta investigación, y condenados que purgan las penas que les fueron impuestas. Si la convivencia de sindicados y condenados que se presenta en los establecimientos carcelarios es irregular y contraria a lo previsto en la ley, más irregular es que ella se de en las salas de retenidos de las Estaciones de Policía, del DAS, la SIJIN, la DIJIN o el CTI, donde, de acuerdo con el artículo 28 de la Carta Política, ninguna persona debe permanecer más de 36 horas, y donde no debería estar ningún sindicado o condenado”.

En este caso, se observa que el señor JHON STIVEN MEDINA, ha superado con creces ese plazo dispuesto por la jurisprudencia constitucional y aun así continúa privado de su libertad en la Estación de Policía “El Dorado”, al parecer por no haber sido recluido en la Cárcel La Modelo de Bogotá, en una clara vulneración de sus derechos fundamentales.
Aun así y como quiera que esa cárcel, como la mayoría de las del país, enfrenta un serio problema de hacinamiento, que probablemente es la causa para que el hoy accionante no haya sido recibido, se considera que el permitir que permanezca en las instalaciones de la Estación de Policía vulnera su derecho a la dignidad humana, por lo cual se hace necesario la protección que se reclama, a cuyo efecto se tendrá en cuenta, conforme lo arrimado al plenario, que existe la posibilidad que el procesado pueda ser admitido en la Cárcel Distrital de Varones, como se indicó en el presente trámite.

En ese orden de ideas, se ordenará lo siguiente: (i) que el Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá -Estación de Policía “El Dorado”-, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión ponga a disposición del INPEC al señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA, quien se encuentra en calidad de procesado por haberle sido impuesta una medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario; y (ii) que el Director del INPEC proceda dentro de las siguientes 48 horas a trasladarlo a la Cárcel La Modelo, o a la Cárcel Distrital de Varones y Anexo de Mujeres de Bogotá en donde según se asegura existe cupo disponible, dependiendo desde luego de los requerimientos de seguridad que requiere el interno, con miras a que continúe privado de la libertad de conformidad con la medida de aseguramiento impuesta por el delito de homicidio agravado, radicado al N° 660016000035201740180100.
Así mismo, se insta al apoderado del señor JHON STIVEN MEDINA, para que eleve de manera formal al INPEC, la solicitud de traslado de su cliente, ya sea a la Cárcel de Pereira, o en su defecto a uno con mayor cercanía, por ser dicha autoridad la encargada de adoptar una determinación en tal sentido.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental a la dignidad humana del que es titular el señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA. 

SEGUNDO: SE ORDENA al Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá - Estación de Policía “El Dorado”-, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión ponga a disposición del INPEC al señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA. Cumplido lo anterior, dentro de las 48 horas siguientes el Director del INPEC procederá a su traslado a la Cárcel La Modelo, o a la Cárcel Distrital de Varones y Anexo de Mujeres de Bogotá en donde según se asegura existe cupo disponible, dependiendo desde luego de los requerimientos de seguridad que requiere el interno, con miras a que continúe privado de la libertad de conformidad con la medida de aseguramiento impuesta por el delito de homicidio agravado, radicado al N° 660016000035201740180100.
TERCERO: Se insta al apoderado del señor JHON STIVEN MEDINA FORONDA, para que eleve de manera formal al INPEC, la solicitud de traslado de su cliente, ya sea al Establecimiento Penitenciario o Carcelario de Pereira, o en su defecto a uno con mayor cercanía, por ser dicha autoridad la encargada de adoptar una determinación en tal sentido.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver sentencias T-532/98, T-208/98, T-751/10, entre otras.


� Ver sentencia T-439/13.


� Ver sentencia T-950/03.


� Ver sentencia T-739/12. 


� Sentencia T-153/17.


� En particular se cita la Sentencia T-318/12, cuando expuso: “En conclusión, dado que la ley confiere al INPEC la discrecionalidad del traslado, en principio esta situación impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros.


� Sentencia T-847 de 2000, reiterada en Sentencia T-151 de 2016.
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